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El presente documento analiza la insuficiencia del derecho internacional para ti-
pificar el exterminio de la Unión Patriótica (UP) como genocidio. Inicialmente, se 
examinan las competencias de la Jurisdicción Especial para la Paz (JEP) y su mar-
co normativo, que permite aplicar tanto el derecho interno como el internacional. 
Posteriormente, se comparan las definiciones de genocidio en el Estatuto de Roma 
y el Código Penal colombiano, destacando que este último permite la aplicación de 
este crimen cuando el sujeto pasivo es un grupo político. En tercer lugar, se revisa el 
trámite del Caso 06 ante la JEP y la importancia del reconocimiento jurídico para ga-
rantizar verdad, justicia y reparación para, finalmente, argumentar que la tipificación 
como genocidio político responde a la necesidad de adaptar las normas a la realidad 
colombiana, superando las limitaciones del universalismo en derechos humanos.

Palabras clave: Jurisdicción Especial para la Paz, genocidio, Unión Patriótica, reco-
nocimiento, tipificación.
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This document analyzes the insufficiency of international law to classify the exter-
mination of Unión Patriótica (UP) as genocide. Initially, it examines the jurisdiction 
and legal framework of the Jurisdicción Especial para la Paz (JEP), which allows the 
application of both domestic and international law. Subsequently, it compares the 
definitions of genocide in the Rome Statute and the Colombian Penal Code, high-
lighting that the latter permits the application of this crime when the targeted group 
is political in nature. Thirdly, it reviews the proceedings of Case 06 before the JEP 
and the importance of legal recognition to guarantee truth, justice, and reparation, 
ultimately arguing that classifying the events as political genocide responds to the 
need to adapt legal norms to the Colombian reality, overcoming the limitations of 
universalism in human rights.

Key Words: Jurisdicción Especial para la Paz, Genocide, Unión Patriótica, Recogni-
tion, Tipification.
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  Introducción
Según el informe final de la Comisión de la Verdad (Comisión de la Verdad, 
2022), el partido político Unión Patriótica (UP) fue objeto de un exterminio 
sistemático entre 1985 y 2003, motivado por razones políticas e ideológicas. 
Este proceso se manifestó en patrones de hostigamiento, amenazas, ase-
sinatos selectivos y desapariciones forzadas contra militantes, dirigentes y 
simpatizantes del partido, lo cual, paralelamente, fue reconocido por la Cor-
te Interamericana de Derechos Humanos (CIHD) al declarar responsable al 
Estado colombiano por estos hechos (2022).

En dicho fallo, la Corte ordenó medidas de reparación integral y calificó la 
violencia ejercida contra la UP como un “exterminio” de sus militantes. No 
obstante, pese a las solicitudes de diversos colectivos de víctimas (Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos, 1997, párr. 24 y 25), la Corte se abs-
tuvo de tipificar los hechos como “genocidio”, al considerar que no cumplían 
con la definición establecida en el derecho internacional vigente (Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos, 1997, p. 36).

Frente a esta situación surge el interrogante: ¿por qué los hechos no encajan 
en la categoría de genocidio si, según la propia CIDH, se trató de un exter-
minio sistemático contra un grupo político con intención de destruirlo? La 
respuesta se encuentra en el Estatuto de Roma, cuyo artículo 6 no reconoce 
a los grupos políticos como sujetos protegidos,2 a diferencia del artículo 101 
del Código Penal colombiano, el cual sí los incluye.

En este contexto, y considerando que la Jurisdicción Especial para la Paz 
(JEP) tiene el deber de esclarecer los hechos y responsabilidades individua-
les relacionados con el exterminio de la UP a la luz del derecho internacional 
y del derecho interno (Congreso de la República, 2019, artículo 28), surge la 
pregunta de si este tribunal podría ofrecer una interpretación distinta a la 
de la CIDH, lo que permitiría evidenciar cómo, en este caso, la norma inter-
nacional no resultó suficiente para esclarecer un fenómeno tan complejo 
como este.

 
 Fuentes y límites normativos en la actuación de la JEP

Para comprender por qué la JEP debe tipificar los hechos ocurridos en el 
caso de la UP, es necesario partir de una explicación de su naturaleza y fun-
ciones. Como señalan Calle & Ibarra (2019), este es un tribunal excepcional 

2. Frente a esto, el artículo 6 del Estatuto de Roma únicamente prevé a los grupos nacio-
nales, étnicos, raciales o religiosos como sujetos pasivos y víctimas del genocidio.
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y autónomo creado con el propósito de satisfacer el derecho de justicia de 
las víctimas del conflicto armado, luchar contra la impunidad, identificar la 
verdad y otorgar seguridad jurídica a los desmovilizados, y cumple el deber 
estatal de investigar, juzgar y sancionar los crímenes graves no amnistiables, 
entre los que se encuentran aquellos previstos en el Estatuto de Roma.

De la misma manera, según la Ley 1957 de 2019 —ley estatutaria que regula 
el funcionamiento de la JEP—, esta jurisdicción deberá establecer mecanis-
mos idóneos para investigar violaciones graves del derecho internacional de 
los derechos humanos (DIDH) y del derecho internacional humanitario (DIH), 
pero no se especifica claramente cómo seleccionar y priorizar sus esfuer-
zos.3 No obstante, se evidencia cómo el artículo 28 de esta ley establece la 
obligación de investigar, entre otros, los hechos cometidos en contra de la UP 
(Congreso de la República, 2019):

Artículo 28. Deber del Estado de garantizar la verdad, justicia, reparación 
y no repetición. El Estado colombiano tiene el deber de asegurar, por 
medios razonables dentro de su alcance, la verdad, justicia, reparación, y 
medidas de no repetición, con respecto a las graves infracciones del DIH 
y graves violaciones de los derechos humanos.

En cualquier caso, el Estado debe garantizar la no repetición de los de-
litos cometidos respecto a la Unión Patriótica, así como los falsos po-
sitivos, ejecuciones extrajudiciales, homicidios en personas protegidas, 
interceptaciones ilegales, desaparición forzada y creación, promoción, 
apoyo, tolerancia de grupos civiles armados organizados con fines ilega-
les de cualquier tipo. (subrayado fuera del texto original)

 Derecho aplicable de la JEP a las calificaciones jurídicas
Una vez comprendidas la naturaleza y funciones de la JEP, resulta necesario 
examinar los límites normativos que condicionan su actuación. En este sen-
tido, el artículo 23 de la Ley 1957 de 2019 define el derecho aplicable a todas 
sus actuaciones:

Artículo 23. Derecho aplicable. (…) Las secciones del Tribunal para la Paz, las 
Salas y la Unidad de Investigación y Acusación, al adoptar sus resoluciones o 
sentencias harán una calificación jurídica propia del Sistema respecto a las 
conductas objeto del mismo, calificación que se basará en las normas de la 

3. Sobre esto, comentan Sánchez & Jiménez (2020) que, en el transcurso de las 
negociaciones de paz en La Habana (Cuba), se identificó que tratar de juzgar cada caso de 
manera individual era una tarea imposible de cumplir, siendo importante la priorización 
y selección de casos con gran cantidad de hechos, de los que serían responsables 
únicamente los líderes de cada operación, sin que esta recayera totalmente en las 
personas de manera individual; esto daría nacimiento a los llamados “macrocasos”.
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parte general y especial del Código Penal colombiano y/o en las normas de  
Derecho Internacional en materia de Derechos Humanos (DIDH), Dere-
cho Internacional Humanitario (DIH) o Derecho Penal Internacional (DPI), 
siempre con aplicación obligatoria del principio de favorabilidad. 

Este precepto establece que la JEP debe realizar calificaciones jurídicas de 
las conductas objeto de investigación con base tanto en las normas penales 
internas como en las disposiciones del DIDH, DIH y DPI, sin fijar una jerarquía 
clara entre ellas. Esto representa un modelo que, como reconoce la JEP, 
implica un régimen legal propio (JEP, 2019b) en el que las fuentes nacionales 
e internacionales pueden complementarse para sustentar la calificación de 
los hechos o, en ciertos casos, excluirse una en favor de otra.

Asimismo, este mecanismo se traduce en un marco idóneo para analizar pa-
trones de macrocriminalidad más allá de la responsabilidad penal individual, 
permitiendo el análisis con mayor profundidad de los fenómenos ocurridos 
en el conflicto armado. En efecto, Correa et al. (2022) consideran esto como 
un acierto, debido a que permite a la JEP abordar el DIH desde una perspec-
tiva de análisis estructural del conflicto, ampliando el rango de calificacio-
nes jurídicas y facilitando la comprensión de fenómenos generalizados de 
violencia. Ello representa un aporte al Sistema Integral de Verdad, Justicia, 
Reparación y No Repetición (SIVJRNR), en tanto fortalece la capacidad insti-
tucional de esclarecer los hechos del conflicto armado colombiano.

De esta manera, el artículo 23 prevé que las secciones y salas de la JEP pue-
den emitir calificaciones jurídicas diferentes a las proferidas por autoridades 
judiciales, disciplinarias o administrativas en el pasado sobre estas conduc-
tas, cuando consideren aplicable el derecho internacional como marco de 
referencia (Congreso de la República, 2019).

Sin embargo, esta opción plantea tensiones, pues prevé la posibilidad de 
interpretación diferente al considerar el derecho internacional frente al inter-
no, cuando existen ocasiones en las que las categorías del derecho interna-
cional resultan insuficientes para explicar fenómenos que el derecho interno 
sí ha tipificado, como sucede en el caso del delito de genocidio.

El derecho penal internacional en comparación con el derecho interno

De acuerdo con el artículo 23 de la Ley 1957 de 2019, la JEP puede basar 
sus calificaciones jurídicas tanto en normas internacionales como en el de-
recho interno. Esto significa que los delitos atribuibles a los hechos de los 
macrocasos pueden derivarse del Estatuto de Roma, como fuente principal 
del derecho penal internacional, o del Código Penal colombiano, como nor-
mativa interna.

Frente a esto, se entiende que el derecho penal internacional se fundamenta 
en el principio de jurisdicción universal y en normas de ius cogens que im-
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ponen a los Estados la obligación de perseguir los crímenes internacionales 
más graves y evitar su impunidad (Sandoval, 2010). Su fuente principal es el 
Estatuto de Roma, el cual tipifica, entre otros, el genocidio. Por otro lado, el 
derecho penal colombiano regula estas conductas en la Ley 599 de 2000, 
cuyo artículo 101 define el genocidio con una configuración que, aunque 
guarda similitudes con el Estatuto de Roma, introduce diferencias relevantes.

Como advierte Sandoval (2010, p. 215), la interpretación del genocidio requiere 
un análisis cuidadoso sobre su concordancia entre el derecho internacional 
y el derecho interno, dado que, a pesar de compartir elementos comunes, 
presentan diferencias sustanciales.

De esta manera, al adentrarse en el análisis se encuentra que Carvajal y 
Díaz (2022) comentan que el Estatuto de Roma, en su artículo 6, establece 
cómo el genocidio es una categoría que comprende diferentes conductas 
perpetradas con el propósito de destruir total o parcialmente a un grupo, 
las cuales pueden incluir o no asesinatos, pues el requisito es la intención 
de destrucción del grupo, no su realización efectiva —una visión similar a la 
planteada por el Código Penal en su artículo 101.

No obstante, según comentan los autores, ambas normas difieren en su 
esencia, pues, aunque la norma local es acorde con la adoptada en el Esta-
tuto de Roma, se diferencia en el hecho de que al rango de grupos sobre los 
que pueda recaer la acción criminal se le adiciona los de naturaleza política. 
Este conflicto se puede evidenciar entre las normas de la siguiente manera 
(Naciones Unidas, artículo 6):

A los efectos del presente Estatuto, se entenderá por “genocidio” cual-
quiera de los actos mencionados a continuación, perpetrados con la in-
tención de destruir total o parcialmente a un grupo nacional, étnico, racial 
o religioso como tal:

a) Matanza de miembros del grupo;

b) Lesión grave a la integridad física o mental de  
	 los miembros del grupo;

c) Sometimiento intencional del grupo a condiciones de existencia que 
hayan de acarrear su destrucción física, total o parcial;

d) Medidas destinadas a impedir nacimientos en el seno del grupo;

e) Traslado por la fuerza de niños del grupo a otro grupo.

Puede evidenciarse cómo la definición planteada propone como genocidio 
una variedad de actos que pueden involucrar homicidios, sin que sea ne-
cesariamente el caso, así como se reconoce un sujeto agente abierto, al no 
poner calificativos a quién puede realizar los actos de genocidio. No obstan-
te, limita los sujetos pasivos de este crimen a grupos nacionales, étnicos, 
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raciales o religiosos. Por otro lado, el derecho nacional propone (Congreso de 
la República, 2000, artículo 101):

El que con el propósito de destruir total o parcialmente un grupo na-
cional, étnico, racial, religioso o político, por razón de su pertenencia al 
mismo, ocasionare la muerte de sus miembros, incurrirá en prisión de (…).

La pena será de (…) cuando con el mismo propósito se cometiere cual-
quiera de los siguientes actos:

1. Lesión grave a la integridad física o mental de miembros del grupo.

2. Embarazo forzado.

3. Sometimiento de miembros del grupo a condiciones de existencia 
que hayan de acarrear su destrucción física, total o parcial.

4. Tomar medidas destinadas a impedir nacimientos  
en el seno del grupo.

5. Traslado por la fuerza de niños del grupo a otro grupo. 

De esta manera, se evidencia una diferencia importante en la calidad de 
los sujetos pasivos, pues la norma logra ampliar el margen de protección a 
aquellos cuya permanencia en grupos políticos sea motivo de destrucción 
total o parcial. Esto implica dos diferencias con el Estatuto de Roma, pues la 
norma local prevé que los actos del genocidio pueden recaer sobre más su-
jetos, pero también limita la conducta a tener necesariamente la motivación 
de destruir el grupo porque los sujetos pertenecen a este, lo que no ocurre 
en el artículo 6 del Estatuto de Roma.

Se puede observar cómo la norma internacional implica un marco de pro-
tección más limitado frente a la nacional, pero que esta última exige un re-
quisito adicional para su configuración, y es que el motivo de la destrucción 
sea la permanencia de la persona en el grupo en cuestión. Al momento de 
estudiar los hechos ocurridos con la UP, se vuelve pertinente analizar por 
qué estas diferencias son importantes para el caso colombiano.

 La calificación jurídica de la victimización de la UP
Una vez entendidas las funciones y naturaleza de la JEP, es necesario anali-
zar qué fue lo ocurrido en el caso de la UP, para lo cual es pertinente iniciar 
con los hechos que, como fue mencionado al inicio de este documento, 
fueron recolectados en el informe final de la Comisión de la Verdad (2022).

 En las anotaciones del libro “Eje Cafetero”, del volumen territorial Colombia 
adentro, se comenta cómo desde la década de los ochenta empezó una 
persecución sistemática contra dirigentes de izquierda que pertenecían al 
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partido político Unión Patriótica, la cual era el resultado de los diálogos de paz 
entre el Gobierno de Colombia y el grupo guerrillero FARC-EP.

Entre las anotaciones, pueden identificarse diversos relatos que muestran 
cómo se realizaron actos tendientes a la destrucción del partido político, donde 
además de los homicidios selectivos, las amenazas, los allanamientos, las de-
tenciones arbitrarias y los seguimientos, diversos testimonios refieren la tortura 
física como una de las modalidades de violencia ejercidas por agentes estatales 
(Comisión de la Verdad, 2022, p. 87), donde estos actos eran sistemáticos en 
contra del partido y, como comentó la CIDH, tenían el objetivo del exterminio 
total del grupo  (Corte Interamericana de Derechos Humanos, 2022, p. 71).

No obstante, diversos grupos de víctimas solicitaron que el caso sea califica-
do como un “genocidio”, pues este encajaría en esa tipificación debido a la 
naturaleza y sistematización de los hechos, y el Código Penal Colombiano 
permitiría que el sujeto pasivo sea un grupo político.4 En este capítulo se 
propone analizar esa postura.

Del exterminio al genocidio político

Una explicación de esta posición la presenta Cepeda (2006) en su artículo 
“Genocidio político: el caso de la Unión Patriótica en Colombia”, en el cual 
analiza cómo el exterminio de la UP, al considerar las características del 
caso, debe ser tipificado como un genocidio político.

El autor señala que existen tres elementos característicos de la persecución 
sistemática alrededor del caso de la UP. Comenta que, en primer lugar, hubo 
intencionalidad por parte de los autores de los crímenes de acabar con el 
grupo político; en segundo lugar, este habría sido cometido o permitido por 
el Estado colombiano y, por último, estos hechos habrían sucedido en diver-
sos gobiernos por un periodo prolongado (Cepeda, 2006, p. 102). Estos ele-
mentos, según comenta el autor, permitirían que se evidencien violaciones 
masivas de derechos humanos en contra de los integrantes de la organiza-
ción y que, como la existencia de un genocidio “implicaría el cuestionamien-
to del carácter democrático del Estado”, busque evitarse la calificación de 
“genocidio” y así negar la naturaleza de los hechos cometidos.

Ante esto, comenta el autor que, gracias a la presión de los familiares de las 
víctimas, logró introducirse en el Código Penal colombiano la figura del geno-
cidio político, el cual opera como fue enunciado en el capítulo anterior de este 

4.  Sobre esto, comenta Vargas (2013) que, cuando hablamos de violaciones de derechos 
humanos, es plausible entender las abstracciones de personas, como lo es un colectivo 
o grupo político, como la víctima de un caso.
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documento —una manera de diferenciarse de las normas internacionales de Dere-
chos Humanos, que no permiten esa calificación, lo cual no se ajustaría a la realidad 
colombiana.

De esta manera, el autor comenta que, cuando el caso fue presentado ante la CIDH, 
esta señaló en el informe de admisión n.o 5 del 12 de marzo de 1997 que “los hechos 
alegados por los peticionarios exponen una situación que comparte muchas carac-
terísticas con el fenómeno de genocidio y se podría entender que sí lo constituyen”. 
No obstante, esta calificación nunca habría sido presentada como “genocidio” de-
bido a la insuficiencia de las normas internacionales para tipificar este crimen por 
motivos políticos.

 Repensar la calificación, el reconocimiento 
de la JEP en caso de la UP
De acuerdo a lo presentado, la Ley 1957 de 2019 le otorga a la JEP la obligación de 
esclarecer hechos y resolver las condenas individuales frente lo ocurrido con la UP, 
entre lo que se encuentra la calificación jurídica frente a los delitos cometidos; por 
ello, resulta importante analizar cuál es el estado del caso ante esta jurisdicción. 

Trámite ante la JEP del caso de la UP

En reconocimiento de la obligación enunciada anteriormente, la JEP se encuentra 
investigando el Caso 06: Victimización de miembros de la Unión Patriótica. Según se 
comenta en el informe de actualización, se han encontrado acreditadas 560 vícti-
mas diferentes, entre las que están sujetos colectivos como el partido UP (JEP, s. f.).

Este trámite fue admitido por medio del Auto n.o 27 de 2019, emitido por la Sala de 
Reconocimiento de Verdad, Responsabilidad y Determinación de los Hechos y Con-
ductas y la única providencia emitida en el Caso 06 ante la JEP. En la providencia 
se avoca conocimiento del caso, el cual terminaría siendo nombrado como “Victi-
mización de los miembros de la Unión Patriótica”, en obediencia al principio de la 
centralidad de las víctimas establecido en la Ley 1957 de 2019 (JEP, 2019a).

De esta manera, a pesar de que es la única providencia existente de la corporación 
sobre el asunto, esta presenta un amplio análisis sobre la naturaleza de los hechos, 
entre el cual destaca el siguiente pronunciamiento (JEP, 2019a, p. 20):

Por otra parte, y sin perjuicio de las calificaciones jurídicas que la SRVR realice en 
su momentvo, tanto la CIDH como la Sala de Justicia y Paz del Tribunal de Bogotá 
reconocieron también en las victimizaciones sufridas por la UP elementos de ge-
nocidio. (…) Por su parte, la CIDH, cuando declaró la admisibilidad del caso en el 
Sistema Interamericano, advirtió que consideraba que los hechos ocurridos a la 
UP compartían “muchas características con el fenómeno del genocidio y se podría 

La CIDH como la 
Sala de Justicia y 
Paz del Tribunal 
de Bogotá 
reconocieron 
también en las 
victimizaciones 
sufridas por la 
UP elementos de 
genocidio. 



Semilleros
Universidad Militar Nueva Granada

6464

entender que sí lo constituyen, interpretando este término de conformidad 
con su uso corriente”.

Esto puede darnos a entender que la JEP se encuentra considerando la po-
sibilidad de calificar los hechos como un “genocidio político”, entendiendo 
que, en la actualidad, el Código Penal colombiano permite esa calificación; 
no obstante, según se comenta en la misma providencia, se vuelve necesario 
el estudio del caso a profundidad, debido a que la corporación también tiene 
en consideración que el Tribunal de Bogotá, en el momento que tramitó los 
hechos, no habría tipificado las conductas como genocidio en obediencia al 
principio de legalidad, debido a que esa tipificación fue establecida de forma 
posterior a la realización de las conductas (JEP, 2019a, p. 20).

De esta manera, según fue enunciado en el primer capítulo de este docu-
mento, la JEP tiene la obligación de realizar una calificación jurídica frente 
a los hechos cometidos contra la UP, por lo que en estos momentos es 
necesario investigar los hechos del caso para, eventualmente, proferir una 
decisión en la que determinen la naturaleza de los actos cometidos, donde 
la decisión puede seguir la línea de la CIDH y demás autoridades de decir 
que fue un exterminio o puede optar por calificar los hechos como un ge-
nocidio político.

La importancia de la calificación y el reconocimiento

Entendido lo enunciado, se comprende que la JEP, en el Caso 06, se encuen-
tra ante la decisión sobre si calificar lo ocurrido en contra de la UP como 
un genocidio o no, lo cual hace importante hablar sobre el reconocimiento 
como fundamentación de los derechos humanos cuando hablamos de vul-
neraciones masivas de estos.

De esta manera, Vichinkeski (2013) comenta que, cuando existen diferentes 
culturas, la concepción de los derechos humanos tiende a variar entre estas, 
lo cual lleva a resultados de que ciertas normas pueden no ser aplicables 
o suficientes en los contextos de países diferentes a donde fueron escritas. 
Por este motivo, propone el “reconocimiento” como una forma de mitigar 
estas diferencias y permitir que todos podamos ser protegidos por las mis-
mas normas, pero de una forma acorde a las realidades de cada población.

Como el universalismo de los derechos humanos propone que las normas 
deben hacerse valer de forma igual en todos los contextos, es necesario 
cuestionarlo para poder plantear unas que nos permitan ajustarnos a diver-
sas realidades, donde este cuestionamiento nos lleve al ejercicio del recono-
cimiento como forma de interpretación de los derechos. Este es un ejercicio 
de identificar y conocer un fenómeno por sí mismo y no por interpretaciones 
ajenas a este, lo cual lograría conservar la identidad de las poblaciones y 
preservar el tejido social, entendiendo los fenómenos como propios.
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López (2005) comparte esta noción cuando resalta la importancia de la 
construcción de un derecho local como motor del desarrollo de las socie-
dades, planteando que, como se explicará más adelante, las normas que 
son importadas de países extranjeros pueden resultar insuficientes para la 
comprensión de los fenómenos que abarca el país receptor. Al aplicar esta 
noción al caso en concreto, se vuelve importante considerar la viabilidad del 
genocidio político como explicación para lo ocurrido en contra de la UP.

Así, como fue destacado en capítulos anteriores de este documento, la JEP 
tiene la obligación de calificar los hechos del Caso 06 teniendo en conside-
ración el Estatuto de Roma (norma extranjera) y el Código Penal colombiano 
(norma local), lo cual se vuelve problemático cuando reconocemos que la 
norma que importamos no logra abarcar los fenómenos de la misma manera 
a como las víctimas lo denuncian, debido a una limitación normativa de la 
cual carece el Código Penal colombiano: la tipificación del genocidio político.

Ante esto, se evidencia cómo la JEP tiene la oportunidad de aplicar la norma 
local para entender los fenómenos que han ocurrido en Colombia en contra 
de la UP, reconociendo la naturaleza conflictiva de estos y permitiendo un 
esclarecimiento más cercano a la realidad que han percibido las víctimas del 
caso, lo cual iría acorde a los intereses del Sistema Integral de Verdad, Justi-
cia, Reparación y No Repetición (SIVJRNR)5., pues lograría ofrecer una verdad 
al país que se ha reconocido en la CIDH y que no ha podido ser nombrada 
debido a las limitaciones normativas del Estatuto de Roma: el hecho de que 
la UP sufrió un genocidio en su contra.

Sobre la insuficiencia de los derechos humanos  
para abordar el caso de la UP

Entendido lo anterior, resta preguntarse cuál es el motivo de que el Código 
Penal proponga un concepto más garantista del genocidio en comparación 
con el Estatuto de Roma, así como si podría dar a entender que este cuerpo 
es insuficiente para entender los fenómenos que ocurren en Colombia.

Sobre esto, es importante iniciar con lo que comenta López al explicarnos 
que, cuando hablamos de avances dentro del derecho en general, los países 
tienden a seguir las tradiciones que vienen impuestas por sistemas en los 
cuales se basan, entendiendo que los que adoptan estas idean son los “sitios 
de recepción”, mientras que aquellos que proponen las ideas e interpretacio-
nes normativas tienden a ser “sitios de producción” (2005, p. 436).

5. Frente a esto, el artículo 2 de la Ley 1957 de 2019 establece que la Jurisdicción Especial 
para la Paz es el componente de justicia del SIVJRNR y que debe, entre otras cosas, 
ofrecer verdad a la sociedad colombiana sobre los hechos ocurridos en el conflicto 
armado.
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Esta forma de interpretar los avances jurídicos tiende a restarle importancia 
a las propuestas que se generan de forma local en países del sur global, a 
favor de adoptar ideas y mecanismos jurídicos que fueron creados en otras 
regiones, con lo cual se corre el riesgo de que estos mecanismos sean insu-
ficientes para el entendimiento de los fenómenos locales que se generen en 
los sitios de recepción. Esto hace importante la creación local del derecho 
para resolver los asuntos que afligen a las poblaciones.

En este punto, se destaca la importancia de la “influencia” para la creación 
de normas locales, donde esta se puede comprender como el conjunto de 
ideas e interpretaciones de las herramientas extranjeras que se toman como 
base para la creación de los mecanismos propios (López, 2005, p. 436), lo 
que puede verse con la tipificación del delito de genocidio en el Código Pe-
nal colombiano, debido a que este nace de las obligaciones adquiridas de la 
Convención para la Prevención y la Sanción del Delito de Genocidio de 1948.

De esta manera, se ilustra cómo existe la influencia de las normas interna-
cionales (como el Estatuto de Roma) en la legislación colombiana, donde, 
según comentó López, también se evidencia cómo esta evoluciona partien-
do de esa influencia y genera normas que logran adaptarse a las realidades 
locales de cada población. En este caso en concreto, esto se traduce en que 
la tipificación local del genocidio permite su aplicación a casos políticos, lo 
cual no se incluía en la norma en la cual hubo inspiración.

Por lo tanto, concordando con lo que comenta Reyes (2023, p. 89), este ejer-
cicio es una forma de ver que los derechos humanos tienen que desarrollarse 
no solo dentro del centrismo que discursivamente los creó, sino también des-
de fuera de este, pues esto permitiría una adecuación más cercana a los fe-
nómenos que ocurren en los “sitios de recepción”. Esto nos permite entender 
que el motivo por el que el Código Penal colombiano es más garantista que 
las normas internacionales es que el primero tiene la facilidad de adaptarse al 
contexto local. No obstante, esta interpretación nos lleva a la idea de que las 
normas internacionales terminarían siendo insuficientes para dar explicación 
a fenómenos complejos que se presenten dentro de los sitios de recepción.

Frente a esto último, comenta López —quien llama a este proceso de creación 
local del derecho una “transmutación”— que esta permite ampliar el ámbito 
de aplicación de las normas extranjeras, usualmente importadas del norte 
global (2005, p. 457). Esto no significa que la norma importada sea defectuosa, 
sino que esta puede ser el punto de partida para entender los fenómenos que 
ocurren en las periferias, enriqueciendo de forma más dinámica las discusio-
nes sobre la naturaleza de los hechos que envuelven diversos casos.

Por lo tanto, frente al caso en concreto, se evidencia que la norma internacio-
nal no debe ser desechada, sino que debe ser utilizada para nutrir el debate 
sobre la tipificación de los hechos cometidos en contra de los integrantes de 
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la UP, pues la norma local logra un enfoque más adecuado a nuestra realidad. 
Esto podría darnos a entender que, según el autor, la norma creada en el sitio 
de producción sí puede ser insuficiente, pero, no por ello, defectuosa. 

  Conclusión
Como pudo evidenciarse, el partido político UP fue víctima de actos de 
violencia sistemáticos con la intención de desaparecerlo, lo cual, según 
comentó la CIDH, seguía un patrón similar a las conductas del genocidio, 
aunque no fue posible su tipificación como tal. Este trabajo analizó las com-
petencias y limitaciones de la JEP frente al caso, resaltando la importancia 
de aplicar la norma local para comprender fenómenos tan complejos como 
el exterminio de la UP.

Inicialmente, se evidenció que la JEP puede aplicar tanto derecho interna-
cional como interno, pero enfrenta dificultades cuando ambos difieren en la 
tipificación de fenómenos como el genocidio, debido a que el Código Penal 
colombiano permite entender como sujetos pasivos de este crimen a los 
grupos políticos, mientras que las normas de derecho internacional como el 
Estatuto de Roma no permiten esta aplicación.

En segundo lugar, se identificó cómo diversos grupos de víctimas denuncia-
ron los hechos como genocidio político y no como simple exterminio, pero la 
CIDH, limitada por la norma internacional, no alcanzó a ofrecer un ejercicio 
profundo de verdad, a pesar de reconocer que los hechos cometidos podían 
asemejarse a dicho crimen.

Finalmente, se recordó que la JEP debe esclarecer los hechos y, en su mo-
mento, proferir una sentencia que determine las responsabilidades, lo que 
plantea el debate sobre aplicar el Código Penal colombiano o el Estatuto de 
Roma para esclarecer los hechos alrededor de la UP. Esto resalta la importan-
cia de considerar el derecho local, capaz de ofrecer un enfoque más ajustado 
a nuestra realidad, sin dejar de lado las normas internacionales, que aportan 
perspectivas complementarias. De esta manera, será posible alcanzar una re-
solución que dignifique la memoria de la UP y otorgue verdad a las víctimas. 
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